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Opinión

P
ese a que el horizonte de la economía española co-
mienza a mostrar algunas señales esperanzadoras,
un incipiente cambio de escenario que los infor-
mes de los analistas internacionales reconocen tam-

bién, sería ingenuo –y, sobre todo, erróneo– concluir de todo
ello que el final de la crisis resulta inminente. Porque junto
a esas señales de mejora –crecimiento en el sector exterior,
déficit público en retroceso, estabilización de la prima de
riesgo–, España sigue destruyendo empleo, su mercado de
crédito continúa sin poder fluir a empresas y familias y no
hay visos de repunte de la actividad. Parte del trabajo ne-
cesario para remover esos obstáculos ya ha sido abordado.
El Gobierno ha puesto en marcha en los últimos meses una
considerable batería de reformas, algunas de ellas estruc-
turales –es el caso de la reforma laboral o de la reorgani-
zación del sector financiero–, que constituían asignaturas
pendientes para nuestra economía. Pese a todo, todavía que-
dan por delante grandes tareas que es necesario acometer.

El redimensionamiento y la reforma en profundidad del
sector público, una mayor apertura y liberalización de los
mercados, en especial del sector energético, y una política
decidida de estímulo a la innovación e inversión tecnoló-
gica son solo algunas de ellas.

El trabajo que España debe hacer para dejar atrás esta
crisis no está solo en manos del Gobierno. En una econo-
mía de mercado como la española, la labor del Ejecutivo
pasa por remover obstáculos a la actividad económica, su-
pervisar y garantizar la libre competencia y buscar fórmulas
para estimular la productividad y el buen funcionamien-
to del tráfico económico. Pero son los operadores princi-
pales del mercado –las empresas, las entidades financie-
ras e incluso los propios consumidores– quienes tienen en
sus manos las miles de decisiones e intercambios contrac-
tuales que alimentan la actividad. Se trata de una tarea com-
partida en la que cada uno debe asumir su papel. Ello im-
plica que del Gobierno depende flexibilizar la legislación
laboral, pero que compete a las empresas utilizar esa he-
rramienta para realizar los ajustes que deban hacer, sin in-
terferencias de nadie, más allá de la resistencia natural de
los directamente afectados, como puede ocurrir en Iberia,
en el sector de la gran distribución comercial o en la banca.
El Ejecutivo pone las bases de reordenación financiera, pero
que son las entidades las que deben apurar y culminar ese
proceso, en especial el ajuste de personal y de oficinas que
han de abordar. Se han aprobado iniciativas al emprendi-
miento, pero que son los emprendedores los que tienen que
hacer uso de ellas para promover la creación de negocios.
El Gobierno está obligado a hacer su parte, pero los ope-
radores económicos no pueden ni deben retrasar la suya.
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esde hoy y hasta el 30 de abril, los españoles
que tengan bienes en el extranjero no decla-
rados y que superen un valor de 50.000 euros
deberán comunicarlos y detallarlos a la Ha-

cienda española, tal como recoge la nueva ley antifrau-
de fiscal. Identificar los bienes en el extranjero, sean ac-
ciones, casas o cualquier otro tipo de patrimonio, no im-
plica resarcir posibles impuestos impagados hasta ahora;
pero no hacerlo sí puede implicar sanciones de hasta
un 150% del valor del bien radicado fuera y ocultado.
Con la puesta en marcha de esta especie de ojo de hal-
cón, las autoridades tributarias pretenden tener conta-
bilizados e identificados todos los bienes de los españoles,
y someter desde este momento a los tributos legales tales
bases imposibles, así como los rendimientos futuros.

Este tipo de inventario de activos y patrimonios, que
deberán actualizarse cada año en el caso de cuentas co-
rrientes o valores cotizados, pretende terminar con la
elusión fiscal que esconde toda evasión patrimonial, y
debe ser complementada con un ejercicio paralelo sobre
todas las actividades económicas sumergidas en Espa-
ña, porque la lucha contra el fraude no puede hacer nunca
distingos de ninguna naturaleza, pero menos cuando la
fiabilidad fiscal del país está en entredicho.

Un ojo de halcón
para Hacienda

L
a Asociación de Productores
de Energías Renovables-APPA
ha presentado recientemente
el Estudio del impacto ma-

croeconómico de las energías renova-
bles en España correspondiente al año
2011. El estudio, elaborado por APPA
con base en los datos oficiales, las me-
morias anuales auditadas de las com-
pañías y encuestas específicas a las
empresas del sector, trata de aportar
datos y cifras verificables acerca de la
influencia que las energías renovables
tienen en nuestra economía. Cualquier
análisis coste-beneficio debe ser rigu-
roso con los datos empleados: cuando
el Ministerio de Industria se refiere a
los 7.000 millones de euros de las pri-
mas a las renovables debería revisar
sus propios informes, pues estas fue-
ron de 5.023 millones en 2011.

Habitualmente, cuando se habla de
energías renovables, únicamente se
destaca su coste, las primas, y se olvi-
dan interesadamente los múltiples be-
neficios (creación de empleo, genera-
ción de PIB, reducción del precio del
mercado mayorista, ahorros en impor-
taciones y emisiones, etcétera) que han
llevado a las principales economías
mundiales a confiar en estas energías
como una forma de combatir su de-

pendencia energética. No es casual que
las inversiones a nivel mundial en
estas energías hayan crecido, a pesar
de la crisis, a un ritmo anual del 32%
en 2010 y el 17% en 2011.

Uno de los beneficios, ignorado a
propósito por las grandes eléctricas, es
el ahorro que las renovables suponen
en el mercado diario de OMIE. Nues-
tro mercado es marginalista, por lo
que el precio de casación (máximo) se
paga a todas las tecnologías casadas,
independientemente del precio al que
se ofertaron. Al entrar a precio cero y
tener prioridad, las energías renova-
bles de régimen especial desplazan de
la casación a tecnologías caras que ha-
brían marcado un precio más elevado.

En el periodo 2005-2011, el abarata-
miento acumulado en el mercado dia-
rio fue de 28.482 millones de euros y
las primas recibidas, 20.875 millones.
Por explicarlo de otra manera, si no
hubiéramos tenido renovables en el
sistema eléctrico nos habríamos aho-
rrado las primas pero el mercado, ca-
sado a precios más altos, habría sido
más caro que con renovables. Sin reno-
vables, la electricidad habría sido 7.607
millones de euros más cara y nuestro
déficit tarifario, mayor. Las primas a
las energías renovables son inferiores

al coste evitado al sistema y son los
consumidores de electricidad, y no los
contribuyentes, los que deben sopor-
tarlas. A los beneficios económicos,
ambientales, sociales y de seguridad de
suministro que las energías renovables
y eficientes generan en España se
añade una contribución estructural a
la productividad, la competitividad, la
exportación y el desarrollo económico,
generando crecimiento y empleo.

De este modo, no tiene ningún senti-
do que las primas, ni en su totalidad ni
en parte, vayan a los Presupuestos Ge-
nerales del Estado. Cargar a los contri-
buyentes con las primas mientras los
ahorros, superiores a las primas, son
disfrutados por los consumidores se-
guiría mandando la señal equívoca de
que la electricidad es barata y evitaría
el esfuerzo en ahorro y eficiencia ener-
gética que nuestro país necesita. La
razón económica debería ser suficiente
para que las primas y los ahorros sean
repercutidos dentro de la tarifa eléctri-
ca, pero existe otra razón fundamental
que está detrás del origen de las pro-
pias primas. Los incentivos a las reno-
vables en forma de primas se deben a
la imposibilidad de que las energías
convencionales, que han recibido y si-
guen recibiendo subvenciones, hagan

suyos sus costes externos, no solo am-
bientales, sino geopolíticos, estratégi-
cos o de agotamiento de seguridad.

La inclusión de las primas a las re-
novables en los Presupuestos Genera-
les del Estado es un nuevo golpe para
el sector de las energías renovables, ya
de por sí bastante maltratado tanto
por este Gobierno como por el ante-
rior. La financiación de los proyectos
se tornaría imposible si parte de sus
ingresos dependieran del debate parla-
mentario. En el proyecto de Ley de
Medidas Fiscales para la Sostenibili-
dad Energética se preveía esta medida
de traslado de primas a los Presupues-
tos y, en la tramitación, se corrigió. Fi-
nalmente, en el texto no se incluía esta
decisión. Sin embargo, al final han
sido los propios Presupuestos Genera-
les del Estado de 2013 aprobados los
que, en una transaccional (improvisa-
ción vergonzante), han incluido el
cambio. De nuevo, y tememos que no
por última vez, se impone la improvi-
sación a la planificación a largo plazo.
Decisión tras decisión que nos lleva a
mermar certeza y falta de rigor en lo
que se legisla. Esperamos que el nuevo
secretario de Estado de Energía aporte
algo de coherencia en las decisiones
del ministerio.

Las renovables abaratan
el mercado eléctrico
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